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PETICIÓN / RESPUESTA DE FONDO / RECONSTRUCCIÓN EXPEDIENTE /OTRO MEDIO DE DEFENSA / NIEGA / CONFIRMA  - A partir de este punto se anunciará que la decisión de primer nivel será confirmada, ello porque analizando las diversas respuestas brindadas por las encartadas, obrantes en los folios 13 al 18 del encuadernado, siendo el actor conocedor de todas ellas (lo que se extrae porque fueron anexadas al escrito tuitivo), comparte esta Colegiatura la tesis sostenida por la Juez de Primer grado, en el sentido de que tales pronunciamientos que evidentemente no resultan favorables a lo pretendido, no constituyen en sí ningún tipo de desconocimiento a los derechos de la señora María del Carmen, pues de acuerdo a los lineamientos jurisprudenciales trazados, respecto de la efectividad del derecho de petición, se extrae con facilidad que la respuesta a una solicitud no necesariamente implica aceptación de lo pedido, basta con explicar de forma clara las razones por las cuales ello no es posible, como ocurrió en el caso que nos concita.
(…)

Por otra parte, en lo que tiene que ver con la pretensión de que la judicatura ordene la reconstrucción de los expedientes solicitados por el accionante, debe recordarse que a pesar de la informalidad que caracteriza la acción de amparo constitucional, ello no quiere decir que para su estudio no se requiera partir de unos presupuestos exigibles para su procedencia. Así, el artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de la señora MARÍA DEL CARMEN GARCÍA BERNAL, contra el fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira el 14 de noviembre de 2017, mediante el cual negó la solicitud de amparo invocada por el recurrente en contra de COLPENSIONES. 
ANTECEDENTES:
El abogado Óscar Darío Ríos Ospina, actuando en calidad de apoderado judicial de la señora María del Carmen García Bernal, instauró acción de tutela en contra de la Alcaldía de Pereira, la Gobernación de Risaralda y la Empresa de Aseo de Pereira S.A. E.S.P, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición. Los hechos según los cuales fundamentó su solicitud fueron sintetizados por el Despacho cognoscente así:

“Manifiesta la señora MARÍA DEL CARMEN GARCÍA BERNAL que el día 31 de julio de 2017 radicó ante la ALCALDÍA DE PEREIRA y la EMPRESA DE ASEO DE PEREIRA S.A. ESP, derechos de Petición bajo la radicación 34670-2017 y R-1007 y ante la GOBERNACIÓN DE RISARALDA el 1 de septiembre del presente el año, la que quedó radicado bajo el número 22105-R.

En los derechos de Petición solicitó la siguiente documentación e información con respecto a su compañero permanente, señor José Jesús Salazar (fallecido el 4 de abril de 1975):

-
 Copia del expediente administrativo legible completo con todas las cotizaciones anteriores a 1994.

-
 Certificado de factores salariales devengados durante el último año de servicios.

-
 Copia de la resolución que concedió la pensión de sobreviviente a favor de la señora MARÍA DEL CARMEN GARCÍA BERNAL, con ocasión del fallecimiento del señor José Jesús Salazar.

Mediante oficio del 16 de agosto de 2017 la ALCALDÍA MUNICIPAL le informó que revisado el acervo documental no se evidenció la existencia de la documentación objeto de consulta.

A través de comunicado el 7 de septiembre del presente año, la EMPRESA DE ASEO DE PEREIRA S.A. ESP, adjuntó en medio magnético copia del expediente administrativo del señor José Jesús Salazar e informó que no se evidencian los factores salariales devengados por el señor Salazar ni la resolución que concedió la pensión de sobreviviente a la señora María del Carmen.

Mediante oficio del 1 de septiembre de 2017 la GOBERNACIÓN DE RISARALDA le informó que una vez realizada la búsqueda en el Archivo General del Departamento de Risaralda, se pudo constatar que no existe historia laboral a nombre del señor José Jesús Salazar.”
PRETENSIONES:
Con base en los hechos narrados, solicitó el accionante que se tutelen los derechos fundamentales invocados, y en consecuencia, se ordene a las entidades encartadas que en el término de 48 horas procedan a loa reconstrucción del expediente del señor José Jesús Salazar, a petición de la señora María del Carmen García Bernal, quien fue su compañera permanente en vida.   

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el día 27 de octubre de 2017, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a las entidades accionadas para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 14 de noviembre de 2017, negar el amparo de los derechos constitucionales reclamados por la parte accionante, toda vez que de la verificación del contenido de los documentos allegados con el escrito de tutela, constató la Juez de primera instancia que las entidades involucradas cumplieron con su deber de pronunciarse de fondo respecto de la petición elevada por la señora García Bernal. 
IMPUGNACIÓN:
El día 21 de noviembre de 2017 el abogado que representa judicialmente los intereses de la señora María del Carmen García Bernal, allegó escrito impugnando la decisión de primera instancia, memorial en el cual expuso que las respuestas brindadas por las entidades accionadas no son “del todo satisfactorias” pues se deja inconclusa al no pronunciarse sobre todos los ítems propuestos. 

Además, refiere que es necesario que se realice una reconstrucción del expediente administrativo que a nombre del señor José Jesús Salazar reposa en la Empresa de Aseo de Pereira, puesto que si bien él no tuvo una relación laboral directa con la misma, sí la tuvo con las Empresas Públicas de Pereira, entidad de la cual se conservan sus documentos en la actual empresa de aseo accionada, siendo entonces esta última la encargada de su conservación. 

Así mismo, le parece al letrado que la respuesta brindada por la Gobernación de Risaralda, al decir que no poseen ninguna información respecto de la pensión causada por parte del señor José Jesús Salazar, es una respuesta incompleta, ya que al no contar con esa información, lo que le corresponde a esa entidad es proceder igual que la anterior, a su reconstrucción. 

Bajo los argumentos expuestos, reiteró la solicitud realizada en su escrito inicial. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma el accionante, las entidades accionadas han desconocido los derechos fundamentales invocados en favor de su prohijada, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

(…)
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…)
 
” (negrillas y subrayas por fuera del texto original)
Caso concreto: 

De acuerdo con las manifestaciones realizadas por el actor en su libelo petitorio, y además en su escrito de impugnación al fallo de primera instancia, se tiene que su inconformidad es con las respuestas que con ocasión del ejercicio del derecho fundamental de petición le brindaron la Alcaldía de Pereira, la Empresa de Aseo de Pereira y la Gobernación de Risaralda.  

Considera el abogado accionante que los memoriales entregados por dichas entidades públicas son transgresoras de los derechos fundamentales de su representada, toda vez que resultan ser respuestas evasivas, pues al no reposar en los archivos administrados por las mismas la información solicitada por él, lo que debieron haber hecho fue proceder a reconstruir los expedientes correspondientes a una persona que años atrás tuvo una vinculación laboral con éstas. 
A partir de este punto se anunciará que la decisión de primer nivel será confirmada, ello porque analizando las diversas respuestas brindadas por las encartadas, obrantes en los folios 13 al 18 del encuadernado, siendo el actor conocedor de todas ellas (lo que se extrae porque fueron anexadas al escrito tuitivo), comparte esta Colegiatura la tesis sostenida por la Juez de Primer grado, en el sentido de que tales pronunciamientos que evidentemente no resultan favorables a lo pretendido, no constituyen en sí ningún tipo de desconocimiento a los derechos de la señora María del Carmen, pues de acuerdo a los lineamientos jurisprudenciales trazados, respecto de la efectividad del derecho de petición, se extrae con facilidad que la respuesta a una solicitud no necesariamente implica aceptación de lo pedido, basta con explicar de forma clara las razones por las cuales ello no es posible, como ocurrió en el caso que nos concita.
Por otra parte, en lo que tiene que ver con la pretensión de que la judicatura ordene la reconstrucción de los expedientes solicitados por el accionante, debe recordarse que a pesar de la informalidad que caracteriza la acción de amparo constitucional, ello no quiere decir que para su estudio no se requiera partir de unos presupuestos exigibles para su procedencia. Así, el artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. 
En consonancia con ello el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que son causales de improcedencia de la acción de tutela, las siguientes: 
“1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus.

3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable.

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“… Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”
 (Negrillas por fuera del texto original). 

La acción de tutela no es por tanto un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales.
Partiendo de lo anterior, encuentra esta Corporación que la parte accionante, más que afirmarlo así, no acreditó en qué consiste el supuesto perjuicio irremediable que se le pueda estar causando a su representada, y que por su inminencia e impostergabilidad amerite la intervención de este Juez constitucional, evadiendo la existencia de otras alternativas judiciales a su alcance donde puede exponer su asunto, especialmente por la complejidad de lo reclamado.
Debe recordarse que el Órgano de Cierre Constitucional ha enseñado a nivel jurisprudencial que, sólo en excepcionalísimos eventos se puede dar trámite a la solicitud de amparo sin la exigencia de la acreditación de dicho perjuicio irremediable por parte del accionante: 

“23. Sólo excepcionalmente esta Corte ha considerado que el juez de tutela pueda no exigir la demostración del perjuicio irremediable. Ello sucede cuando el tipo de reclamo que se formula permite razonablemente presumir que existe afectación gravosa de derechos fundamentales y, en esa medida, corresponde es a la entidad demandada desvirtuar la referida presunción [27]. O cuando en general el perjuicio irremediable o la necesidad de la eficacia inmediata de la tutela, aparezcan justificadas por las circunstancias del caso, conforme a la aplicación de las reglas derivadas de la experiencia o de la evidente condición de debilidad del sujeto que reclama. Particularmente, la Corte ha señalado que los requisitos o condiciones para que se estructure tal perjuicio se hacen más flexibles cuando la acción es promovida por un sujeto de especial protección o que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, a saber, discapacitados, madres cabeza de familia o las personas de la tercera edad[28].”

24. Pero de no ser esta la situación que el asunto plantea, en principio es una carga de los accionantes exponer las razones por las cuales están sufriendo un perjuicio irremediable o por qué el medio judicial ordinario no es eficaz para proteger sus derechos fundamentales, por lo que deben, al menos mencionar los hechos que le permitan al juez deducir la existencia de una u otra condiciones de la acción de tutela.”

Quiere decir lo anterior que a pesar de la informalidad que caracteriza la acción de tutela, y aunque la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente. En concordancia con ello, emerge con meridiana claridad que el análisis efectuado por parte de la Juez de primer nivel fue acertado al centrar su estudio en los presupuestos de efectividad del derecho de petición, según los cuales, se puede entender que por parte de las entidades vinculadas se le brindaron respuestas a las solicitudes incoadas por el accionante, y que si el desacuerdo radica en el fondo de lo allí resuelto, lo que deberá hacer el libelista es acudir a las vías ordinarias que han sido establecidas para para dirimir conflictos como el planteado por el actor, máxime cuando no se acreditó la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma transitoria. 
Es esa entonces la conclusión a la cual se puede llegar por un mecanismo tan expedito como es el de la acción de tutela, que ante su característica perentoria impide la práctica de otro tipo de pruebas que permitan llevar a una alternativa distinta, lo cual resulta como una de las razones por las cuales, en tratándose de pretensiones de carácter laboral como las que pretender resolver la señora María del Carmen.  
Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la decisión de primera instancia se acogió a los parámetros legales del caso, de acuerdo a ello, la misma se habrá de confirmar. 

DECISIÓN:

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira el 14 de noviembre de 2017, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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